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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, nueve de diciembre de dos mil seis, siendo once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de dar continuidad a la solución  del grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 22 de junio de 2015, dentro del proceso que promueve el señor JOSÉ ALEJANDRO GONZÁLEZ SILVA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00091-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Alejandro González Silva que la justicia laboral condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar el retroactivo pensional causado entre el 1º de octubre de 2012 y el 30 de agosto de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Nació el 20 de septiembre de 1951, cumpliendo los 60 años de edad en la misma fecha del año 2011; hizo aportes al sistema general de pensiones hasta el mes de septiembre de 2012, solicitándole en consecuencia a su empleador el día 28 de ese mes que reportara el retiro del sistema; elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez el 21 de abril de 2014, motivo por el que la Administradora Colombiana de Pensiones mediante la resolución Nº GNR 293105 de 2014 reconoció la prestación económica, pero a partir del 1º de septiembre de 2014, adeudándole el retroactivo pensional causado desde el 1º de octubre de 2012, motivo por el que presentó recurso de reposición en contra de ese acto administrativo, sin embargo, a través de la resolución Nº GNR 423688 de 2014 se confirmó la decisión inicial.

Al contestar la demanda –fls.51 a 55- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó casi todos los hechos relacionados anteriormente, menos la solicitud de retiro del sistema realizada por el actor a su empleador, respecto del que expresó no constarle. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Estricto cumplimiento a los mandatos legales”, “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.

En sentencia de 22 de junio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor José Alejandro González Silva tiene derecho a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº GNR 293105 de 2014, a partir del 1º de octubre de 2012, motivo por el que condenó a Colpensiones a reconocer por concepto de retroactivo pensional causado entre esa calenda y el 31 de agosto de 2014 la suma de $60.705.051,54; haciendo claridad que la mesada pensional reconocida para el año 2012 es igual a la suma de $2.364.697, la cual había sido reconocida en esa cuantía para el 1º de septiembre de 2014.

Igualmente condenó a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 14 de enero de 2015 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

El 21 de noviembre de 2016, una vez iniciada la audiencia de juzgamiento prevista en el artículo 82 del C.P.T. y de la S.S., el apoderado judicial de la parte actora, al realizar sus alegaciones, hizo entrega de la resolución Nº GNR 310977 de 2016, situación que llevó a que la Sala hiciera un receso tendiente a analizar los efectos que podía producir el documento aportado en la decisión que habría de tomarse, después del cual, la Magistrada Ponente, en vista de la posición de los demás integrantes de la Sala, anunció que “se suspende la audiencia hasta la nueva fecha que programe el magistrado que le sigue en turno, pues a consideración de la Sala Mayoritaria, hay necesidad de tomar una nueva decisión, decisión de la que se aparta la Ponente por considerar que se debe proferir la sentencia en la forma en que estaba proyectada.”

Es por lo anterior que, en razón de las implicaciones del documento allegado sería del caso escuchar a otorga la palabra a los apoderados de las partes para que, con fundamento en el mismo, si a bien lo tienen realicen las alegaciones que consideren pertinentes.
Así las cosas se procede a decidir de fondo.
Los problemas a resolver son los siguientes:

¿A partir de qué fecha tiene derecho el señor José Alejandro González Silva a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº GNR 293105 de 2014?

¿Hay lugar a condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993?

Para resolver estos interrogantes se considera

1. LA AUDIENCIA DE TRÁMITE Y FALLO EN SEGUNDA INSTANCIA 

Establece el artículo 42 del C.P.T. y de la S.S. que las actuaciones judiciales y la práctica de las pruebas en las instancias, se efectuarán oralmente en audiencia pública. 

En concordancia con ello, el artículo 82 ibídem determina que una vez ejecutoriado el auto que admite la apelación o consulta, se fijará fecha para celebrar audiencia de trámite y fallo de segunda instancia, en la que se oirán los alegatos de las partes y se resolverá la instancia.
2. HECHOS MODIFICATIVOS O EXTINTIVOS DEL DERECHO SUSTANCIAL OCURRIDOS CON POSTERIORIDAD A LA PRESENTACION DE LA DEMANDA.

Establece el inciso 4º del artículo 281 del Código General del Proceso que en la sentencia se deberá tener en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión o que la Ley permita considerarlo de oficio.
3. CARÁCTER DE LOS INTERESES MORATORIOS DEL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993.

Tiene dicho0 la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL 13388 de 1º de octubre de 2014 radicación Nº
46.786 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz que: “En relación con los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, ha sostenido la Corte tradicionalmente desde la sentencia de 23 de septiembre de 2002, rad. N° 18512, que en principio deben ser impuestos siempre que haya retardo en el pago de mesadas pensionales independientemente de la buena o mala fe en el comportamiento del deudor, o de las circunstancias particulares que hayan rodeado la discusión del derecho pensional en las instancias administrativas, en cuanto se trata simplemente del resarcimiento económico encaminado a aminorar los efectos adversos que produce al acreedor la mora del deudor en el cumplimiento de las obligaciones. Es decir, tiene carácter resarcitorio y no sancionatorio.”.

No obstante lo anterior, expresó en esa misma providencia el máximo órgano de la jurisdicción laboral que a partir de la sentencia SL 704 de 2 de octubre de 2013 radicación Nº 44.454, la Corporación moderó la anterior posición jurisprudencial, en el sentido de conceder los mencionados intereses moratorios, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia, en aquellos eventos en los que la respectiva administradora no haya reconocido la prestación económica a su cargo, bien porque tenga respaldo normativo o bien porque dicha negativa provenga de la aplicación minuciosa de la Ley.
EL CASO CONCRETO

Como quiera que en su intervención, el apoderado judicial del señor José Alejandro González Silva manifestó que la Administradora Colombiana de Pensiones expidió la resolución Nº GNR 310977 de 20 de octubre de 2016 por medio de la cual esa entidad reconoce a favor del demandante el disfrute de la pensión de vejez a partir del 1º de octubre de 2012, señalando que para resolver el grado jurisdiccional de consulta se debe tener en cuenta ese acto administrativo, haciendo notar que en el mismo no se decidió nada sobre los intereses moratorios, es del caso hacer el estudio que corresponde.

Para ello, escuchadas las intervenciones y siguiendo lo establecido en el mencionado artículo 82 del C.P.T. y de la S.S, aplicando el inciso 4º del artículo 281 del C.G.P -debido a que la decisión administrativa emitida por Colpensiones en el mencionado acto administrativo, se constituye en un hecho anterior a la sentencia que se debe proferir en esta sede y posterior a la presentación de la demanda, mediante el cual se extingue o como mínimo se modifica el derecho sustancial sobre el que versa el litigio-. Debe decirse que ha sido posición uniforme de la Sala tener en cuenta en la decisión esos actos administrativos que, como ya se dijo, extinguen o como mínimo modifican el derecho sustancial sobre el que versa el litigio.
La resolución Nº GNR 310977 de 20 de octubre de 2016 –fls.18 a 20 del cuaderno de 2ª instancia- por medio de la cual esa entidad reconoce que el accionante tiene derecho a disfrutar la pensión de vejez a partir del 1º de octubre de 2012, fue incorporada al proceso el pasado 21 de noviembre de 2016, cuando se dio apertura a la presente audiencia, quedando a disposición de las partes, sin que Colpensiones haya hecho reparo alguno sobre su contenido.

Por lo tanto, al no haber controversia frente a lo previsto en el acto administrativo y teniendo en cuenta el inciso 4º del artículo 281 del C.G.P., la decisión administrativa de Colpensiones, contenida en la referida resolución Nº GNR 310977 de 20 de octubre de 2016, allegada al proceso en segunda instancia, se constituye en un hecho anterior a la sentencia que ahora se debe proferir y posterior a la presentación de la demanda, mediante el cual se extingue o como mínimo se modifica el derecho sustancial sobre el que versa el litigio y como tal se tendrá en cuenta en esta decisión.

Al estudiar el mencionado acto administrativo, que responde a la solución que Colpensiones dio al recurso de apelación interpuesto en contra de la resolución Nº GNR 293105 de 2014, mediante la cual se había reconocido la pensión de vejez desde el 1º de septiembre de 2014, se observa que la entidad demandada luego de hacer un nuevo análisis de los documentos que se encontraban en el expediente administrativo, determinó que el disfrute de la prestación económica debía reconocerse a partir del 1º de octubre de 2012, esto es, un día después de la última cotización efectuada por el actor al sistema general de pensiones; tal y como precisamente lo había solicitado en la presente acción.

Ahora bien, en ese acto administrativo, la Administradora Colombiana de Pensiones reconoció por concepto de retroactivo pensional causado entre el 1º de octubre de 2012 y el 31 de agosto de 2014 la suma de $58.131.379, mientras que la funcionaria de primer grado fijo como retroactivo pensional causado entre esas mismas fechas, la suma de $60.705.051,54.

Al estudiar la resolución Nº GNR 293105 de 2014 –fls.11 a 17- se evidencia que la liquidación del monto de la mesada pensional para el año 2014 se fijó en la suma de $2.364.697, es decir, que para determinar cuál es el monto de esa mesada pensional para el año 2012, lo que debe hacerse es restarle a esa suma el 1.94% correspondiente al IPC del año 2013, que arroja un valor para esa anualidad de $2.319.695 y consecuentemente restarle a esta cifra el 2.44% correspondiente al IPC del año 2012, que arroja una mesada para esa anualidad igual a la suma de $2.264.442; que es precisamente el valor reconocido por Colpensiones en la resolución Nº GNR 310977 de 2016.

El error en el que incurrió la funcionaria de primer grado fue trasladar el valor que se liquidó para el año 2014 para el 2012, pues de esa manera desconoció que el promedio de los salarios devengados por el actor hasta el 30 de septiembre de 2012 se habían actualizado hasta el año 2014, lo que significaba que a ese valor debían hacérsele los descuentos de los IPC de los años anteriores, tal y como se dijo precedentemente.

Así las cosas, el retroactivo pensional liquidado por la Administradora Colombiana de Pensiones en la resolución Nº GNR 310977 de 2016 se encuentra ajustado a derecho, pues entre el 1º de octubre de 2012 y el 31 de agosto de 2014 se causó por ese concepto la suma de $58.131.379 ($9.057.768 entre el 1º de octubre de 2012 y el 31 de diciembre de la misma anualidad, $30.156.035 por el año 2013 y $18.917.576 desde el 1º de enero de 2013 hasta el 31 de agosto de esa misma anualidad), motivo por el que no se le adeuda suma alguna por ese concepto.

En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, tal y como se evidenció con la expedición de la resolución Nº GNR 310977 de 2016, la Administradora Colombiana de Pensiones tenía toda la información necesaria para reconocer el disfrute de la pensión de vejez a partir del 1º de octubre de 2012, dentro de los 6 meses siguientes a la fecha en que el actor elevó la solicitud de reconocimiento pensional el 21 de abril de 2014, sin que así lo haya hecho, motivo por el que habría lugar a reconocer los mencionados intereses a partir del 21 de octubre de 2014 y no desde el 14 de enero de 2015 como lo fijó el Juzgado Primero Laboral del Circuito, no obstante, como esa decisión no fue objeto de controversia por parte del señor González Silva, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.

Así las cosas, como la Administradora Colombiana de Pensiones canceló la suma adeudada en el mes de diciembre de 2016, como se ve en el acto administrativo allegado en el curso de la segunda instancia, los intereses moratorios corrieron entre el 14 de enero de 2015 y el 30 de noviembre de 2016, esto es, durante 676 días; por lo que tiene derecho el actor a que se le reconozca por ese concepto la suma de $30.690.810, valor que resulta de aplicarle al retroactivo pensional causado el interés diario remuneratorio y de mora certificado por la Superintendencia Financiera para el mes de diciembre de 2016 que es del orden del 0.0781%, esto es, el 32.99% efectivo anual, multiplicado por los 676 días en los que incurrió en mora Colpensiones.

En el anterior orden de ideas se revocarán los ordinales primero, segundo y tercero de la sentencia proferida el 22 de junio de 2015 e igualmente se modificarán los ordinales cuarto  y quinto de la mencionada providencia.

Costas en ambas instancias a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones en un 50%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 1 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR los ordinales PRIMERO, SEGUNDO y TERCERO de la sentencia proferida el 22 de junio de 2015, para en su lugar NEGAR las pretensiones de la demanda concernientes al reconocimiento del disfrute de la pensión de vejez a favor del actor a partir del 1º de octubre del 2012, en consideración a que tal situación fue reconocida por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES mediante la resolución Nº GNR 310977 de 20 de octubre de 2016, liquidando y cancelando correctamente el retroactivo pensional causado desde el 1º de octubre de 2012 y el 31 de agosto de 2014.
SEGUNDO. MODIFICAR los ordinales CUARTO y QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar por concepto de intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la suma de $30.690.810 causados entre el 14 de enero de 2015 y el 30 de noviembre de 2016.”.
QUINTO. CONDENAR en costas a la entidad demandada y en favor de la parte actora en un 50%.”. 
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte demandada en un 50%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                                                   Salva Voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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